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síntesis 

ACTO IMPUGNADO: Sentencia dictada por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, en auxilio del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, el treinta de junio de dos mil dieciséis.

RECURRENTE: La parte quejosa.

EL PROYECTO PROPONE: 
Esta Primera Sala es competente para conocer del presente recurso de revisión y fue interpuesto oportunamente.

Es procedente el recurso por la interpretación que el tribunal colegiado efectuó del artículo 2°, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Federal, en lo referente al derecho de las personas, pueblos y comunidades indígenas a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado (autoadscripción del quejoso al grupo indígena chontal yokotán, así como la falta de asistencia de un intérprete en su lengua).

Interpretación que no se ajustó al parámetro de regularidad constitucional establecido por esta Primera Sala sobre el tema.

De autos se advierte que al rendir su declaración ministerial y preparatoria, el quejoso no contó con la asistencia de intérprete a la lengua del grupo étnico al que pertenece. Ello obedeció a que durante esas etapas no manifestó ser indígena pues dada su baja instrucción desconocía el significado de las palabras “grupo étnico” y por tal motivo no indicó que pertenecía a la étnica Chontal Yokotán; conceptos que posteriormente le fueron explicados por su defensor.

Una vez que el quejoso manifestó ser de extracción indígena (al ampliar su declaración en el período de instrucción), el juez de la causa proveyó lo necesario para que a partir de ese momento estuviera asistido de un intérprete, sin reparar en la inexistencia del intérprete en las diligencias anteriores.

El Tribunal Colegiado convalidó esa determinación, señalando que las autoridades correspondientes no estaban obligadas a proporcionarle intérprete ya que desconocían que el quejoso pertenecía a alguna etnia indígena, pues no se había autoadscrito a ella, aunado a que no contaban con elementos que les hicieran sospechar razonadamente que lo era, pues su nombre no era indígena, hablaba y entendía español, además de que la comunidad de dónde provenía tenía contacto con la civilización y estaba culturizada occidentalmente pues existía acceso a medios de comunicación.

De ahí, que consideró suficiente con que a partir de la ampliación de declaración, el quejoso contara con la asistencia de un intérprete. Consideración que se estima contraria a lo que esta Primera Sala ha establecido sobre el tema, como se desarrolla en el proyecto. 

Por tal motivo, se propone revocar la sentencia recurrida y otorgar el amparo y protección de la Justicia Federal solicitado, para el efecto de que se reponga el procedimiento hasta el momento en que el quejoso manifestó pertenecer a la etnia Chontal Yokotán.
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Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del diez de mayo de dos mil diecisiete.

V I S T O S; y,

R E S U L T A N D O:

1. PRIMERO. Demanda. Por escrito presentado el diez de diciembre de mil quince, URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, por conducto de su Defensor Particular, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de la sentencia de diez de noviembre de dos mil quince, dictada en el toca de apelación 403/2015-IV del índice de la Cuarta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco. Expuso los antecedentes del caso y formuló los conceptos de violación que estimó pertinentes.

2. SEGUNDO. De la demanda tocó conocer al Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, cuyo Presidente, por auto de diecinueve de enero de dos mil dieciséis, la admitió y registró con el número 18/2016. En sesión de treinta de junio de dos mil dieciséis, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, en auxilio del órgano jurisdiccional mencionado, dictó sentencia en la que negó el amparo y protección de la Justicia Federal.
3. TERCERO. Mediante escrito presentado el dieciocho de agosto del dos mil dieciséis, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.
4. En proveído de veintidós de agosto de dos mil dieciséis, el Presidente del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, tuvo por recibido el escrito de expresión de agravios y ordenó su remisión a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

5. CUARTO. Trámite del recurso de revisión. Una vez recibido el escrito respectivo, por acuerdo de uno de septiembre de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, registró y admitió a trámite el recurso de revisión con el número 5008/2016. Asimismo, determinó que se turnaran los autos a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, para la formulación del proyecto de resolución.
6. QUINTO. Por acuerdo de siete de octubre siguiente, la Presidenta de la Primera Sala determinó su avocamiento, para conocer del presente recurso y ordenó la remisión de los autos a la ponencia de su adscripción.

C O N S I D E R A N D O 

7. PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II y 96 de la vigente Ley de Amparo, y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en relación con los puntos primero y segundo del Acuerdo General 9/2015 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aplicable en lo conducente, y puntos primero y tercero del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Máximo Tribunal. Lo anterior, toda vez que el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia de amparo directo en materia penal, dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito, la cual corresponde a la especialidad de esta Sala, sin que sea necesaria la intervención del Pleno.
8. SEGUNDO. Legitimación y oportunidad. El promovente del presente recurso de revisión es el propio quejoso URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, por lo que está legitimado para ello. 

9. Conforme al artículo 86 de la Ley de Amparo el recurso de revisión en amparo directo se interpondrá por conducto del Tribunal Colegiado de Circuito que haya dictado la resolución recurrida, dentro del plazo de diez días.

10. La sentencia impugnada se notificó al quejoso el cuatro de agosto de dos mil dieciséis (foja 263 del juicio de amparo), por lo que dicha notificación surtió efectos el cinco de agosto de dos mil dieciséis de forma que el plazo que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo, corrió del ocho al diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, descontándose los días trece y catorce de agosto por ser inhábiles, de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

11. El escrito de revisión se presentó el dieciocho de agosto de dos mil dieciséis en la Oficialía del Tribunal Colegiado del conocimiento, por lo que el presente recurso de revisión se interpuso en tiempo y forma.
12. TERCERO. Cuestiones necesarias para resolver. Previo a determinar la procedencia del recurso de revisión, se hace una relación, en lo que interesa, de los antecedentes del asunto, de los conceptos de violación esgrimidos por la parte quejosa, de las consideraciones del Tribunal Colegiado de Circuito y de los argumentos expuestos en vía de agravios.
13. Hechos. Los antecedentes más relevantes del caso son los siguientes.

I. Denuncia
Aproximadamente a partir del mes de mayo de dos mil doce y por un lapso de dos años, URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, inició vida conyugal con la menor de identidad reservada de doce años de edad, con quien procreó un hijo, motivo por el cual la madre de la menor realizó la denuncia correspondiente.
II. Averiguación Previa
Una vez que el quejoso fue puesto a disposición de la autoridad ministerial rindió declaración el diecinueve de septiembre de dos mil catorce, en la que narró su versión de lo ocurrido, en el sentido de que la acusación formulada por la madre de la menor es falsa, pues si bien vivió en concubinato por dos años con ella, lo cierto era que nunca la maltrató y siempre le dio todo lo que necesitaban tanto ella como el hijo que procrearon juntos, precisando que nunca obligó a la menor a vivir con él.
III. Primera instancia
Seguido el cauce del proceso, el quince de julio de dos mil quince, la Juez Tercero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial del Centro, Tabasco, dictó sentencia condenatoria en la causa 128/2014-II en contra de URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, al encontrarlo penalmente responsable de la comisión del delito de PEDERASTIA, imponiéndole una pena de quince años de prisión.
IV. Segunda instancia
Inconforme con lo anterior, el sentenciado interpuso recurso de apelación, del cual tocó conocer a la Cuarta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, quedando registrado con el número 403/2015-IV. Por sentencia de diez de noviembre de dos mil quince, dicho órgano jurisdiccional emitió resolución en la que modificó el fallo apelado, únicamente por lo que hace a la suspensión de derechos del sentenciado. 
V. Juicio de amparo

En contra de dicha determinación, URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, promovió juicio de amparo directo, cuyo conocimiento correspondió al Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito. Seguidos los trámites de ley, se dictó sentencia en la que negó al quejoso el amparo y protección de la Justicia Federal. Resolución que constituye la materia del recurso de revisión. 
14. Conceptos de violación. En la demanda de amparo, el quejoso formuló los siguientes argumentos de disenso: 
· No contó con un intérprete no obstante que pertenece a la etnia Chontal; circunstancia que no manifestó al rendir su declaración ministerial, toda vez que desconocía el significado del concepto “etnia” y tampoco le fue explicado, pues como quedó demostrado durante la instrucción, el quejoso no habla perfectamente el idioma español por carecer de preparación.
· Tampoco manifestó en su declaración preparatoria que perteneciera a dicho grupo indígena pues fue hasta la etapa probatoria que se le explicó ese concepto, lo cual era demasiado tarde pues ya se había actualizado la violación a sus derechos humanos.
· La autoridad responsable no tomó en cuenta los usos y costumbres de la comunidad Chontal “Yokotán”, de la zona indígena de Tamulté de las Sabanas, Municipio de Centro, a la que pertenece el quejoso, como lo es vivir en concubinato con una mujer sin importar su edad, que en el caso fue lo que ocurrió, pues vivía en familia con la menor de edad y el hijo que juntos procrearon.
· Resultó incorrecto que la Sala del conocimiento señalara que dicha comunidad se encuentra dentro de la civilización del Municipio Centro, Tabasco, en el que hay acceso a los medios de comunicación, por lo que su origen étnico no era justificante, para eximirlo de responsabilidad del delito por el que fue sentenciado.

· Lo anterior, pues el quejoso demostró que vivía en una zona rural que no cuenta con acceso a la civilización, donde no existía tecnología ni medios de información.
· Fue incorrecto que la responsable señalara que la Ley de Derechos y Cultura Indígena del Estado de Tabasco en modo alguno establezca la unión conyugal con una persona menor de catorce años de edad, ya que ante ello debieron prevalecer los principios generales del derecho, pues se presume que está permitido lo que no está prohibido.
15. Resolución del Tribunal Colegiado. En el juicio de amparo se negó al quejoso la protección Federal solicitada, bajo las consideraciones siguientes:
· Precisó que el quejoso se autodeclaró indígena Chontal en la fase de instrucción del proceso al momento de ampliar su declaración, motivo por el cual el Juez de la causa ordenó que fuese asistido de un intérprete o traductor en lengua Chontal Yokotán, independientemente de que entendiera el idioma español.

· Señaló que inmediatamente después de autodeclararse indígena, durante la etapa de instrucción y de segunda instancia, el quejoso estuvo debidamente asistido de un intérprete, lo que estuvo apegado a derecho, ya que contó con la posibilidad de expresarse y comprender el proceso seguido en su contra.
· Sin que fuera óbice a lo anterior que no contara con intérprete durante la averiguación previa y preinstrucción, toda vez que en esas etapas las autoridades correspondientes desconocían su pertenencia a un grupo étnico, pues no existía la autodeclaración relativa y tampoco había sospecha razonada de su incomprensión total o parcial del idioma español, u otro indicio notorio que obrara en las constancias, como podría ser que tuviera nombre o apellidos en lengua indígena.
· Sobre la manifestación del quejoso en el sentido de que no comprendía el significado de la palabra “etnia” y por tal motivo no señaló que era indígena, reiteró el Tribunal Colegiado que era una circunstancia que la autoridad desconocía, pues no hubo elemento alguno que le hiciera sospechar que lo era, ya que las diligencias se desahogaron, sin mayor obstáculo o complicación en cuanto a la comprensión del lenguaje, aunado a que en cada una de sus declaraciones el quejoso expuso su versión de inculpabilidad, sin mencionar nada relativo a sus usos y costumbres, y de haberlo expuesto, ello hubiera sido sospecha suficiente, que activara las prerrogativas que a su favor reconoce el artículo 2° constitucional.

· Sin que fuera obstáculo a lo anterior que manifestara ser originario de Jolochero y residente de la ranchería “La Manga”, localidades de Tamulté de las Sabanas, Municipio de Centro Tabasco, pues de acuerdo a los datos estadísticos del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), dicha delimitación territorial cuenta con población de extracción indígena donde cohabitan mestizos y chontales. De ahí que su lugar de origen no imponía la obligación de activar las prerrogativas mencionadas.
· Aunado a lo anterior, precisó que de sus declaraciones podían apreciarse datos indicativos de su culturización occidental, tales como entender y expresar el idioma español, pues comprendió las indicaciones de la autoridad, además de que su nombre no denotaba a simple vista que perteneciera a una etnia.
· Apoyó lo anterior en las tesis de jurisprudencia de esta Primera Sala números 1a./J. 58/2013 y 1a./J. 59/2013, de rubros: “PERSONA INDÍGENA. PARA QUE SEA EFICAZ LA "AUTOADSCRIPCIÓN" DE UN SUJETO A UNA COMUNIDAD INDÍGENA, DEBE REALIZARSE DURANTE LA AVERIGUACIÓN PREVIA O LA PREINSTRUCCIÓN DE LA CAUSA”.
 y “PERSONAS INDÍGENAS. SU PROTECCIÓN ESPECIAL A CARGO DEL ESTADO SURGE A PARTIR DE LA AUTOADSCRIPCIÓN DEL SUJETO A UNA COMUNIDAD INDÍGENA O DE LA EVALUACIÓN OFICIOSA DE LA AUTORIDAD MINISTERIAL O JUDICIAL ANTE LA SOSPECHA FUNDADA DE QUE EL INCULPADO PERTENECE A AQUÉLLA”.
 
· Por todo lo anterior, la autoridad no estuvo en posibilidad de sospechar razonablemente sobre la extracción indígena del quejoso.

· Respecto de los usos y costumbres que el quejoso adujo subsisten en su etnia, entre los que se encuentra la unión conyugal entre hombres y mujeres menores de catorce años y que no están en documentos escritos, el Tribunal Colegiado trajo a cuenta lo resuelto por la Sala del conocimiento, en el sentido de que en principio, no se demostró que dentro de la etnia Chontal existiera el uso y costumbre relativo a la unión libre con mujeres menores de edad, aunado a que aún en caso de que lo hubiera, ello no podría prevalecer sobre el interés superior del menor.

· Sobre la valoración de las pruebas relacionadas a la acreditación de su extracción indígena, el órgano colegiado precisó que la responsable sí lo tuvo tácitamente demostrado, sin embargo, el punto que fue desestimado fue el consistente en que en la etnia chontal existiera el uso y costumbre relativo a la unión con menores de edad.

· Además, tomó en consideración que al tener doce años de edad a la fecha en que se cometió el ilícito, la víctima no contaba con la madurez suficiente en todos los aspectos de su persona, principalmente en lo emocional y social, para poder decidir libre, voluntaria e informadamente sobre hacer vida en común con el ahora quejoso.
· Estimó que tal y como lo estableció la responsable, en el caso surgió una colisión de derechos fundamentales entre los usos y costumbres indígenas y el interés superior del menor, en su vértice de integridad del infante.
· Precisó que sobre esos temas, este Máximo Tribunal ya ha realizado una interpretación constitucional del derecho humano de acceso a la justicia por personas indígenas a un proceso penal, sobre la base del artículo 2° constitucional, en la que se estableció que la intención del Estado Mexicano fue la de ofrecer una respuesta normativa a uno de los sectores más desprotegidos y olvidados del país: los pueblos indígenas.
· Asimismo, por lo que hace al interés superior del menor, señaló que esta Primera Sala ya había establecido su concepto, en el sentido de que dicha expresión implica que el desarrollo del niño y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y su aplicación en todos los órdenes de la vida del niño.

· Además, conforme a lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión Consultiva 17/2005, el interés del niño, debía entenderse como la premisa bajo la cual debía interpretarse, integrarse y aplicarse la normativa de la niñez y de la adolescencia, y por ello constituye un límite a la discrecionalidad de las autoridades en la adopción de decisiones relacionadas con los niños.
· En esa misma línea, puntualizó que esta Primera Sala ha ordenado a todos los órganos jurisdiccionales a realizar una interpretación que tome en cuenta los deberes de protección de los menores. Así, el interés superior del menor es un principio vinculante, para todos aquellos casos en que se vean involucrados infantes, a fin de garantizar su pleno desarrollo y la efectiva protección de sus derechos.
· En consecuencia, determinó que lo trascendente en el presente asunto, es que se trata de un delito de connotación sexual en el que la víctima es una menor de catorce años, por lo que debía atenderse principalmente a su interés superior y no resolver de un modo rigorista y legalista lo relativo a la pertenencia a un grupo indígena, ya que ello iría en contra de todo lo razonado con relación al interés superior de los infantes.
· En tal virtud, consideró que la imposición de cópula a una menor de edad de doce años, constituía una violación a los derechos de la infancia, destacando que el delito de pederastia contemplado en el artículo 159 Ter del Código Penal del Estado de Tabasco, es una figura delictiva reprochable a todas las personas con capacidad legal, incluidos indígenas y extranjeros, sin importar sus usos y costumbres; puesto que protege el bien jurídico consistente en no exponer a los infantes a ninguna actividad de connotación sexual, así como proteger su integridad.
· Precisó que en el caso a estudio, los derechos fundamentales en colisión subsisten armónicamente, pues ambos tienen un objeto racional y constitucionalmente válido, sin embargo, resultaba más gravoso o perjudicial afectar el interés superior del niño. De ahí que, con la debida atención a los usos y costumbres indígenas, concluyó que aquéllos que vulneraran una norma general que tutele ese interés, debían ceder en su límite de aplicación, para inhibir los actos u omisiones considerados delictivos.
· Por ello, aún en el caso de que se hubiese demostrado el uso y costumbre de la etnia Chontal de vivir en unión libre con menores de edad e imponerles cópula y procrear con ellos, éste no podría prevalecer sobre el interés superior del menor.

· En tal virtud, consideró irrelevante recabar pruebas para tener por demostrado ese uso y costumbre, pues ello no actualizaría alguna excluyente del delito o la responsabilidad del sentenciado en su comisión, ni siquiera para efectos de la individualización de la pena, pues el Tribunal Colegiado advirtió que le fue impuesta la mínima.
· Ello, aunado a que el delito de pederastia se actualiza con o sin el consentimiento del menor ofendido.
· Una vez precisado lo anterior, el Tribunal del conocimiento realizó el estudio de las pruebas que obran en la causa, las cuales estimó aptas y suficientes, para acreditar los elementos del delito de pederastia, así como la plena responsabilidad del quejoso en su comisión, concluyendo además que fue correcta la pena que le fue impuesta.
· Precisó que, si bien la detención del quejoso se realizó sin acreditarse el supuesto de caso urgente, lo cierto es que con motivo de esa detención no se recabaron pruebas en su contra, por lo que al no generarle perjuicio alguno, no realizó mayor pronunciamiento al respecto. 

16.  Agravios. El recurrente hizo valer los siguientes motivos de disenso:

· Aduce que el Tribunal del conocimiento no realizó un estudio a fondo de los artículos que tachó de inconstitucionales en su demanda de amparo, pues de manera errónea estableció que fue ajustado que contara con un intérprete a partir de la instrucción del proceso penal, puesto que debió gozar de esa prerrogativa desde las primeras etapas del proceso, averiguación previa y preinstrucción; además, en esas etapas no se encuentra acreditado que se le haya preguntado, si pertenecía a algún grupo étnico, pues únicamente se registró “que no pertenece a un grupo étnico”, lo cual se asentó, sin habérsele cuestionado antes si lo era.
· En su momento no comprendía el concepto de “etnia”, puesto que le fue explicado con posterioridad a esas etapas.
· Contrario a lo precisado por el Tribunal Colegiado, sí apeló a sus usos y costumbres; además resultaba inconstitucional que el Tribunal Colegiado concluyera que el quejoso no demostró que en la zona indígena de Tamulté de las Sabanas, era uso y costumbre vivir en concubinato con menores de edad y que aún en el caso de que lo hubiese acreditado, ello no podía prevalecer sobre el interés superior del menor.
· Que en el caso no se valoraron las pruebas ofrecidas en las que demostró que en la etnia chontal no hay edad, para contraer matrimonio o vivir en concubinato. Así, por un lado, no le fueron admitidas las pruebas, para acreditar su extracción indígena, y por otro, le fue reconocida esa calidad. De ahí que existe una contradicción entre lo resuelto por las autoridades de primera y segunda instancia. 
17. CUARTO. Análisis de la procedencia del recurso. Una vez sentado lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, considera que el presente medio de impugnación reúne los requisitos constitucionales y legales que condicionan su procedencia, por lo que deben analizarse los pronunciamientos del órgano colegiado mediante los cuales negó el amparo.

18. En efecto, de conformidad con las reglas establecidas en la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal; la fracción II del artículo 81 de la Ley de Amparo vigente; y, la fracción III del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para que el recurso de revisión interpuesto contra las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo sea procedente, es necesario que en las mismas se decida sobre la constitucionalidad de normas generales, se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o que en dichas resoluciones se omita hacer un pronunciamiento al respecto cuando se hubiera planteado en la demanda o se hubiera emitido motu proprio.

19. Aunado a lo anterior, es necesario que la cuestión de constitucionalidad tenga la potencialidad de crear la fijación de un criterio de importancia y trascendencia a juicio de este Alto Tribunal, en el entendido de que la materia del recurso de revisión debe limitarse a la resolución de cuestiones propiamente constitucionales. 

20. Ahora, los requisitos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo han sido interpretados y clarificados en numerosas tesis jurisprudenciales y aisladas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y desarrollados normativamente en el Acuerdo General número 9/2015, emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el ocho de junio de dos mil quince, donde en los puntos Primero y Segundo se establece que el recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

a) Si en las mencionadas resoluciones se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo; y,

b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.

21. Asimismo, señala que se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del Punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

22. El Acuerdo Plenario de referencia también señala que se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.

23. Establecido lo anterior, se tiene que en el presente caso se cumple con los requisitos de procedencia del recurso de revisión, ya que de autos se advierte que el Tribunal Colegiado, realizó una interpretación del artículo 4 constitucional, pues advirtió una colisión de derechos fundamentales entre el interés superior del menor y los usos y costumbres indígenas y se pronunció al respecto; tema sobre el cual esta Primera Sala no ha emitido doctrina, por lo que se considera se surten los supuestos de importancia y trascendencia.
24. Aunado a lo anterior, se cumplen los requisitos de procedencia, pues el Tribunal del conocimiento realizó una interpretación del artículo 2°, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Federal, en lo referente al derecho de las personas, pueblos y comunidades indígenas a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. 

25. Además, el asunto reviste importancia y trascendencia pues las consideraciones del Tribunal Colegiado no se ajustan al parámetro de regularidad constitucional en relación con la autoadscripción y la determinación de los elementos que activan la protección constitucional, para tener intérprete de lengua y cultura indígena. 

26. Lo anterior, pues en su demanda el quejoso manifestó que no se autoadscribió como indígena al rendir sus declaraciones ministerial y preparatoria, puesto que en esas etapas procedimentales desconocía el significado del concepto “etnia” y por tal motivo no señaló que pertenecía al grupo indígena Chontal. 

27. Ante dicho planteamiento, el Tribunal del conocimiento señaló que, si bien el quejoso no estuvo asistido por intérprete de la lengua Chontal Yokotán durante las mencionadas diligencias, lo cierto es que una vez que el Juez de la causa tuvo conocimiento de esa circunstancia (al ampliar su declaración), actuó conforme a derecho pues realizó las gestiones necesarias, para que a partir de ese momento un intérprete lo asistiera; cuestionando además la validez de la manifestación del quejoso en cuanto a su pertenencia étnica, pues determinó que de las constancias de autos se advertía que URIEL SÁNCHEZ HERNÁNDEZ hablaba y entendía el idioma español, durante las declaraciones no manifestó nada en relación con sus usos y costumbres, en específico, respecto de la usanza de vivir en concubinato con menores de edad; y en la zona geográfica de dónde provenía, cohabitaban tanto mestizos como chontales, por lo que podría afirmarse que estaba familiarizado con la cultura occidental.

28. En consecuencia, será materia del recurso de revisión el parámetro de regularidad constitucional de la autoadscripción y determinación de los elementos que activan la protección constitucional, para tener intérprete de lengua y cultura indígena.

29. QUINTO. Estudio. Como ya quedó precisado, en principio se analizará la interpretación que el Tribunal Colegiado realizó respecto del interés superior del menor y los usos y costumbres que el quejoso manifestó imperan en la etnia a la que pertenece.

30. En efecto, en sus conceptos de violación el quejoso adujo, entre otras cuestiones, que no se tomó en consideración que en la zona indígena de Tamulté de las Sabanas, donde se asienta la etnia Chontal a la que pertenece, el vivir en unión libre con personas de diferentes edades es una tradición o uso común no escrito, es decir, tal práctica forma parte de sus usos y costumbres, los cuales están reconocidos a nivel constitucional.

31. Además, señaló que resultó violatoria de derechos humanos la consideración de la Sala del conocimiento en la que estableció que el quejoso ya estaba “civilizado” pues tenía contacto suficiente con la zona urbana y que el vivir en concubinato con una menor de edad denotaba que actuó con perversidad, pues -aduce-, la finalidad de hacer vida en común es reproductiva y en el caso, el quejoso y la menor de edad vivían como marido y mujer pues incluso procrearon un hijo; reiterando que en su comunidad no importa la edad para contraer matrimonio o vivir en concubinato.
32. Al dar respuesta a dicho planteamiento el Tribunal Colegiado precisó que en el caso surgía una colisión de derechos fundamentales entre los usos y costumbres indígenas y el interés superior del menor, en su vértice de integridad del infante.
33. Así pues, trajo a cuenta diversos criterios establecidos tanto por esta Primera Sala como por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, destacando que los órganos jurisdiccionales están obligados a realizar una interpretación que tome en cuenta los deberes de protección de los menores y sus derechos especiales previstos tanto en la Constitución, como en tratados internacionales y leyes de protección a la niñez. 

34. De ahí que el interés superior del menor es un principio vinculante en la actividad jurisdiccional para todos aquellos casos en los que intervengan o puedan verse afectados los intereses de los infantes, con el objeto de garantizar su pleno desarrollo y la efectiva protección de sus derechos.
35. Estableció que en tratándose de delitos de connotación sexual en los que la víctima es menor de catorce años de edad, debía atenderse principalmente a su interés superior y otorgársele una protección reforzada, resultando evidente que la imposición de cópula a una infante de doce años constituye una violación a los derechos de la infancia, pues pone en peligro su desarrollo al impactar en diversos ámbitos de su vida, tales como la interrupción de la trayectoria educativa, restricción de la libertad personal, confinamiento al trabajo en el hogar, el inicio de una vida sexual sin información, la exposición a contraer infecciones de transmisión sexual, entre otras. 
36. Por lo tanto, concluyó que de todas las posibilidades para salvaguardar los usos y costumbres indígenas que pudieran referir a la exposición de una connotación sexual de los menores de edad, resulta de mayor interés salvaguardar la integridad de la niñez, de ahí que aún en el caso de que se hubiese demostrado el uso y costumbre de la etnia Chontal, consistente en vivir en unión libre con menores de edad e imponerles la cópula, esa usanza no podría prevalecer sobre el interés superior del infante para su desarrollo. 
37. En tal virtud, en el caso se actualizó la afectación al bien jurídico tutelado por el delito de pederastia, aun existiendo o no el cuestionado uso y costumbre. 

38. Una vez establecido lo anterior, esta Primera Sala determina que debe darse contenido a la interpretación efectuada por el órgano colegiado, para lo cual es pertinente recordar la amplia doctrina que sobre el interés superior del menor se ha ido desarrollando, respecto de los alcances, así como las exigencias que su efectiva tutela y protección exigen. En lo que resulta relevante para la solución del presente asunto, se ha dicho que el principio de interés superior del menor implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores, para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño.

39. Que la aplicación de este principio se proyecta en tres dimensiones: a) como derecho sustantivo, en cuanto a que el interés referido sea consideración primordial y se tenga en cuenta al sopesar distintos intereses respecto a una cuestión debatida; b) como principio jurídico interpretativo fundamental, en el sentido de que, si una norma jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la que satisfaga de forma más efectiva sus derechos y libertades, a la luz del interés superior del menor; y, c) como norma de procedimiento, conforme a la cual, siempre que se tome una decisión que afecte los intereses de uno o más menores de edad, deberá incluirse en el proceso de decisión, una estimación de las posibles repercusiones en ellos. Asimismo, la justificación de la medida adoptada deberá dejar patente que se consideró el interés superior del menor en el análisis de las diversas alternativas posibles.

40. Finalmente, que el principio de interés superior del menor constituye un elemento hermenéutico de primer orden, para delimitar el contenido y alcance de los derechos humanos de los menores que los coloca como sujetos prevalentes de derechos, lo que significa que los menores son destinatarios de un trato preferente, por su carácter jurídico de sujeto de especial protección, lo que implica que son titulares de un conjunto de derechos que deben valorarse de acuerdo con sus circunstancias específicas.

41. Cabe señalar que esta doctrina se ha ido construyendo acorde con los parámetros internacionales que sobre la materia se han venido emitiendo. En efecto, en el ámbito internacional el interés superior del menor se encuentra reconocido en el artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual establece:

“Artículo 3
En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.”

42. Ahora bien, el veintinueve de mayo de dos mil trece, el Comité de los Derechos del Niño, emitió la Observación General 14, en la cual determinó los alcances de este principio y fijó las pautas que deben tomarse en cuenta al momento de su interpretación y aplicación a efecto de garantizar la protección efectiva de los derechos de los menores.

43. En ese sentido, el Comité señaló que el artículo 3, párrafo 1, enuncia uno de los cuatro principios generales de la Convención en lo que respecta a la interpretación y aplicación de todos los derechos del niño, y lo aplica como un concepto dinámico que debe evaluarse adecuadamente en cada contexto, en tanto que el objetivo del concepto de interés superior del niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos por la Convención y el desarrollo holístico del niño. 

44. Por ello, manifestó que la plena aplicación del concepto de interés superior del niño exige adoptar un enfoque basado en los derechos, en el que colaboren todos los intervinientes, a fin de garantizar la integridad física, psicológica, moral y espiritual holísticas del niño y promover su dignidad humana y en donde el Estado asuma el cumplimiento de estos tres tipos diferentes de obligaciones: 

a. La obligación de garantizar que el interés superior del niño se integre de manera adecuada y se aplique sistemáticamente en todas las medidas de las instituciones públicas, en especial en todas las medidas de ejecución y los procedimientos administrativos y judiciales que afectan directa o indirectamente a los niños; 

b. La obligación de velar por que todas las decisiones judiciales y administrativas, las políticas y la legislación relacionadas con los niños dejen patente que el interés superior de estos ha sido una consideración primordial; ello incluye explicar cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del niño, y la importancia que se le ha atribuido en la decisión. 

c. La obligación de garantizar que el interés del niño se ha evaluado y ha constituido una consideración primordial en las decisiones y medidas adoptadas por el sector privado, incluidos los proveedores de servicios, o cualquier otra entidad o institución privadas que tomen decisiones que conciernan o afecten a un niño.

45. De lo anteriormente expuesto, debe concluirse que tanto la Constitución General como los tratados internacionales, reconocen el interés superior del menor como un principio de la mayor relevancia, en tanto a través de él se pretende garantizar que la protección de los derechos de los menores se realice a través de medidas reforzadas que atiendan a su especial situación de vulnerabilidad, de ahí que este principio únicamente pueda entenderse en un contexto de protección a la esfera de derechos de esta clase de sujetos.
46. Por su parte, el artículo 2, apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone:

“Artículo 2°. La Nación Mexicana es única e indivisible.

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes.

...”

47. Del texto anterior, se observa que uno de los pilares fundamentales del Estado Mexicano es su configuración como un Estado pluricultural cuya base se sedimenta justamente en el reconocimiento de los pueblos indígenas como parte integrante del mismo y como sujetos que requieren de una especial tutela pues no solamente conforman un elemento esencial de identidad, sino que además configuran grupos que tradicional e históricamente se encuentran ubicados en situaciones de vulnerabilidad.

48. En razón de ello, el precepto transcrito reconoce como principios fundamentales la libre determinación y la autonomía de los pueblos indígenas, los cuales presuponen un principio de respeto y no intervención por parte del Estado, frente a las formas internas de convivencia y de organización social, económica, política y cultural de cada pueblo en función de sus propios usos y costumbres.

49. Sin embargo, debe reconocerse que este derecho no es absoluto pues como una primera condición de funcionalidad el precepto trascrito establece que esta autonomía se ejercerá en un marco constitucional que asegure la unidad nacional, lo que significa el reconocimiento de sus derechos no importa su independencia política ni su soberanía, sino sólo la posibilidad de elegir libremente su situación dentro del Estado Mexicano, preservando así la unidad nacional.

50. Pero además de esta limitante, existe otra de carácter sustantivo en tanto que la fracción segunda establece que el ejercicio de esta autodeterminación deberá sujetarse en todos los casos a los principios generales establecidos en la propia Constitución, debiendo respetar las garantías individuales, los derechos humanos y de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres.

51. Lo anterior significa que el reconocimiento de la autonomía de los pueblos indígenas; de su derecho a determinar sus propias formas de organización social, política, económica y cultural; así como el respeto a sus usos y costumbres, no importa la autorización a estos pueblos, para vulnerar los derechos humanos de las personas que forman parte de estas comunidades, pues el ámbito de protección de estos derechos se sobrepone constitucionalmente a los usos y costumbres de los pueblos indígenas.

52. Lo anterior significa que el principio de autonomía y libre determinación de los pueblos importa –como ya se dijo- una obligación de “no injerencia o intervención” por parte del Estado frente a la elección de estos pueblos de sus formas de convivencia interna, así como de su organización política, económica y cultural, obligación que se actualiza siempre y cuando en el ejercicio de esta libertad se respete la unidad nacional como elementos esencial en la configuración del Estado Mexicano y los derechos humanos como prerrogativas básicas, fundamentales y por tanto indisponibles frente al establecimiento de usos y costumbres.

53. Bajo este contexto normativo, la pregunta que se plantea en el caso concreto es si los usos y costumbres que alega el quejoso recurrente sirven como justificación o eximente frente a la afectación a los derechos de una menor de edad que se le impuso pese a su condición, una relación marital, lo que como correctamente identificó el órgano colegiado supone una tensión entre el interés superior del menor y el principio de libre determinación de los pueblos indígenas.

54. En función de la identificación de esta problemática, esta Primera Sala se decanta por la prevalencia en el caso concreto del principio de interés superior del menor en virtud de las siguientes razones.

55. De la lectura de la resolución recurrida se desprende que el tribunal colegiado analizó lo relativo al interés superior del menor, a la luz de los usos y costumbres a los que pertenece el recurrente, quien adujo que en su comunidad indígena es práctica común hacer vida marital con mujeres, sin importar su edad, concluyendo que resultaba inadmisible poner por encima del interés del menor la práctica de ningún uso y costumbre, máxime por la naturaleza sexual del ilícito que le fue atribuido al hoy recurrente.

56. Consideración que se estima acertada, pues como quedó precisado en párrafos precedentes, el reconocimiento de la autonomía de los pueblos indígenas no configura una habilitación o justificación, para la vulneración de los derechos humanos de los miembros de las comunidades, a razón de los usos y costumbres imperantes, en tanto que la Constitución General es expresa en establecer que esta libre determinación deberá ejercerse dentro de los límites que impone el respecto a los principios fundamentales que nutren a nuestra Ley Suprema, como lo son los derechos fundamentales.

57. Lo anterior adquiere una especial relevancia en tratándose de delitos de naturaleza como el que ahora nos ocupa, en el que se lesionan bienes jurídicos de la niñez y en donde se pone en una especial situación de vulnerabilidad a las mujeres, sector que la Constitución es especialmente cuidadosa en proteger frente al ejercicio de los usos y costumbres indígenas, lo cual responde a una connotación social e histórica evidente, en tanto que es posible identificar una tendencia tradicional a relegar a este sector de la población.

58. Desde este punto de vista, esta Primera Sala considera que en el caso, el interés superior del menor no puede ser superado por los usos y costumbres que en ejercicio de la autonomía de los pueblos indígenas han sido impuestos en una determinada comunidad, pues justamente el límite a tal autonomía se encuentra en el respeto a los derechos humanos, contexto en el cual el interés superior del menor encuentra una especial relevancia en tanto impone una protección reforzada a este grupo de personas frente a aquellos actos que importen una afectación a su esfera de derechos en función de la natural situación de vulnerabilidad en la que se encuentran.

59. Así, no es admisible consentir conductas que pongan en peligro la integridad o el normal desarrollo de los menores; tales como interrumpir su educación, obligarlos a incorporarse al mercado laboral o exponerlos a situaciones sexuales aún con su consentimiento bajo el argumento de que se trata de prácticas socialmente permitidas en sus comunidades, ya que, como ya quedó establecido, la protección de la infancia es prevalente y exige un mayor y especial grado de protección de sus derechos.

60. Considerar lo contrario como lo plantea el recurrente, importaría desconocer en gran medida la fuerza del principio de interés superior del menor como un mecanismo de protección de este grupo vulnerable, lo cual se traduce en una desproporcionalidad que no solo resulta atentatoria del principio de interdependencia de los derechos humanos, sino que además abriría la posibilidad a que derechos esenciales, para el desarrollo y despliegue de la autonomía personal, como en el caso de la víctima, fueran gravemente afectados en función de prácticas sociales que si bien arraigadas en la cultura y conciencia de una comunidad, resultan contrarias a los derechos humanos de las personas que la integran, máxime tratándose de menores y de mujeres, lo cual desde luego sobrepasa los límites constitucionalmente establecidos.

61. Por todo lo anterior, se concluye que ante el conflicto que el caso concreto plantea entre los usos y costumbres indígenas y el interés superior del menor, debe prevalecer este último, pues ninguna institución social permitida por los pueblos indígenas puede estar por encima de la tutela a los derechos de los menores.

62. En otro orden de ideas, de autos se advierte que el quejoso se autoadscribió como indígena al ampliar su declaración ante el Juez de la causa, explicando que, si no realizó tal manifestación durante la averiguación previa y preinstrucción, obedeció a que no conocía el concepto de “grupo étnico”, mismo que le fue explicado con posterioridad por su defensor. 

63. Al respecto, el Tribunal Colegiado consideró que la asistencia de un intérprete en la lengua indígena del sentenciado fue ajustada a derecho, pues una vez que se tuvo conocimiento de su pertenencia étnica, se le designó un intérprete que lo acompañó durante el desarrollo de la primera y segunda instancia, por lo que estuvo en posibilidad de expresarse y comprender el proceso seguido en su contra.
64. Ahora bien, por lo que hace a la inexistencia de intérprete durante las etapas ministerial y preinstrucción, consideró que las autoridades correspondientes no estaban en aptitud de proporcionárselo pues aún no existía la autodeclaración relativa, aunado a que no contaban con elementos que les permitieran sospechar razonadamente que el inculpado pertenecía a algún grupo indígena, por ejemplo, tener un nombre indígena.
65. Asimismo, estableció que durante las diligencias en las que no contó con intérprete, el quejoso expuso una versión de inculpabilidad, sin obstáculo o complicación alguna respecto del uso del español y en las que no apeló a los usos y costumbres de su origen étnico, lo cual de haberlo externado, habría sido motivo de sospecha suficiente que activara las prerrogativas que a su favor reconoce el artículo 2 constitucional. Finalmente, precisó que en virtud de la zona geográfica en donde se ubica la comunidad de Tamulté de las Sabanas, existía acceso a medios de comunicación, lo cual era indicativo de su culturización occidental. 
66. Esta Primera Sala ha desarrollado el parámetro de regularidad constitucional en relación con el derecho de las personas a la autoadscripción como indígenas, entendido como la manifestación por parte de los propios indígenas de su pertenencia cultural, es decir, es el acto voluntario de personas o comunidades que, teniendo un vínculo cultural, histórico, lingüístico, político o de otro tipo, deciden identificarse como miembros de un pueblo indígena. Dicho acto no puede ser controvertido por ninguna autoridad, es decir, basta con la afirmación de una persona de ser indígena, para que se activen los derechos relacionados con dicha característica, y se ha destacado que esa autoadscripción, puede hacerse en cualquier momento del proceso. 
67. Asimismo, la Sala ha subrayado que las personas indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes que tengan conocimiento de su lengua y cultura, lo cual tiene la intención de atender no sólo a las especificidades lingüísticas, sino culturales de las personas indígenas vinculadas a un proceso penal
. Además, los derechos antes mencionados no se limitan a los procesos penales, sino que tal como lo establece la propia Constitución, se extienden a todos los procesos en los que intervengan las personas indígenas
.

68. Así pues, esta Primera Sala considera que fue incorrecta la interpretación que realizó el Tribunal Colegiado respecto de la autoadscripción y el derecho de las personas indígenas a contar con un intérprete de su lengua y cultura prevista en el artículo 2° constitucional.

69. Lo anterior, pues el parámetro de regularidad constitucional es claro en establecer que la autoadscripción como indígena es suficiente, para considerarse como tal; el hablar el idioma español (como lengua materna o como segunda lengua), vivir en una comunidad en la que cohabiten indígenas con mestizos y tener acceso a medios de comunicación de ninguna manera desdibuja la identidad indígena y tampoco permite a ninguna autoridad cuestionar dicha característica de la persona ya que la autoadscripción se encuentra íntimamente ligada no sólo a la autodeterminación, a la preservación de la cultura e identidad indígenas y al acceso a la justicia, sino también a los derechos de autonomía y al libre desarrollo de la personalidad.

70. En ese sentido, considerar que el hecho de hablar español “sin complicaciones”, vivir en una zona culturizada occidentalmente con acceso a medios de comunicación, no anula ipso facto los derechos que, como indígena, el quejoso tiene derecho a ejercer, contraviene el parámetro de control referido y vulnera el derecho de defensa del quejoso.

71. Los precedentes que ha emitido esta Primera Sala son claros en que las personas indígenas, además de contar con el irrenunciable derecho de contar con un abogado defensor en un proceso penal -al igual que cualquier otra persona sujeta a un proceso
- tienen el derecho de contar con un intérprete de su lengua y cultura. Además, es importante resaltar que lo que el parámetro requiere es un intérprete, no un traductor. Ello es relevante puesto que un intérprete no se limita a la traducción literal de una lengua, sino que se extiende a la interpretación contextualizada no sólo de la lengua, sino también de la cultura; es decir, el intérprete, además de desentrañar el significado de una lengua a otra, formula explicaciones sobre conductas condicionadas por prácticas culturales no necesariamente ligadas a la lengua, aunque no se excluyen.

72. En razón de lo anterior, considerar que el conocimiento del idioma español es suficiente, para que la persona indígena no requiera intérprete es desconocer la función integral de interpretación lingüística y contextual que dicha experticia aporta a aquélla en su adecuada defensa. En ese sentido, es importante destacar que la labor del intérprete es explicar el sentido de algo, de acciones, dichos, sucesos, textos y lenguaje. En cambio, el traductor se limita a expresar en una lengua lo que está escrito o se ha expresado en otra.

73. Asimismo, la circunstancia de que en la comunidad donde habita la persona indígena exista acceso a medios de comunicación y se encuentre en un medio urbano culturizado occidentalmente, tampoco anula su identidad y su derecho a la autoadscripción, pues ello implicaría que la identidad de la persona indígena se relacione al sitio geográfico en donde habite y sea el parámetro para limitar o permitirle el acceso a sus derechos. 

74. Por lo expuesto, se advierte que sobre los temas apuntados el Tribunal Colegiado se apartó del parámetro de regularidad constitucional que al efecto ha establecido esta Primera Sala, pues no obstante que al rendir su ampliación de declaración el quejoso manifestó que pertenecía a la etnia Chontal Yokotán y durante las etapas de averiguación previa y preinstrucción no con contó con un intérprete en su lengua, el Tribunal del conocimiento convalidó dicha omisión, al considerar que una vez que el quejoso externó su pertenencia étnica, se le facilitó la presencia de un intérprete, sin importar que en actuaciones previas no haya contado con esa asistencia, bajo el argumento de que en esas etapas las autoridades correspondientes no conocían tal circunstancia ya que el quejoso aún no se autoadscribía a una comunidad indígena ni tuvieron razones para sospechar que lo era; lo que constituye una violación al derecho a una adecuada defensa.
75. Para reparar dicha violación, esta Primera Sala ha determinado que dependiendo de la etapa en que se actualizó la violación, se repondrá el procedimiento conforme a lo siguiente
:
a) Preinstrucción
i) Cuando en la averiguación previa sí contó con asistencia de intérprete con conocimiento de lengua y cultura, pero ante el Juez no se le respeta este derecho. La hipótesis da lugar a la reposición del procedimiento, para que se repare esa violación.

ii) Cuando la violación se actualizó en la averiguación previa, así como en la fase de preinstrucción, dicha vulneración tiene el efecto de generar la reposición del procedimiento para subsanar la violación ante el juzgador y la nulidad de la declaración del inculpado ante el Ministerio Público, así como de las diligencias que de ésta última deriven.

b) Primera y segunda instancia del proceso
La violación a ese derecho fundamental, necesariamente implicará la reposición del procedimiento.

76. En el caso concreto, para reparar la violación del derecho a una adecuada defensa debe reponerse el procedimiento y declararse nula la deposición del inculpado ante el Ministerio Público y en caso de existir, las diligencias derivadas de ésta, así como la diversa preparatoria.
77. Lo anterior, toda vez que si bien al rendir su declaración ministerial y preparatoria las autoridades correspondientes no tenían noticia que el inculpado pertenecía a un grupo indígena y por tal motivo requería de la asistencia de un intérprete, lo cierto es que cuando se advirtió tal circunstancia, el juez de la causa incumplió con sus obligaciones respecto de los derechos del quejoso a disponer de su derecho de ser asistido por un intérprete de su lengua y cultura, ya que únicamente proveyó lo necesario, para que a partir del momento en que el quejoso realizó la autoadscripción (ampliación de declaración) contara con la asistencia del intérprete, sin reparar en las violaciones anteriores, circunstancia que incorrectamente el Tribunal Colegiado estimó apegada a derecho.
78. En consecuencia, esta Primera Sala considera que se debe otorgar el amparo, para reponer el procedimiento hasta la etapa de preinstrucción, precisándose que el órgano jurisdiccional debe emitir pronunciamiento en relación con la declaración ministerial del quejoso. 

79. Aunado a lo anterior, debe puntualizarse que ambas autoridades, tanto ministeriales como judiciales, al analizar la manifestación de una persona indígena sobre su pertenencia a una comunidad indígena, deben aplicar una perspectiva intercultural, la cual debe entenderse como un método de análisis que estudia las relaciones de poder entre personas que forman parte de distintas culturas; establece el diálogo entre dichas culturas como algo deseable y posible; identifica la demanda de derechos y las condiciones que impiden su pleno cumplimiento en contextos donde la multiculturalidad es un hecho social, como sucede en México
. 

80. Así, al destacarse la necesidad de juzgar con perspectiva intercultural, esta Primera Sala estima pertinente, en similares condiciones en que lo ha hecho en otros precedentes en materia de derechos de las personas y los pueblos indígenas
, que el Instituto de la Judicatura Federal, en el ámbito de sus atribuciones de investigación y colaboración institucional, impulse la promoción y sensibilización de los derechos de los que gozan las personas y los pueblos indígenas en los procedimientos jurisdiccionales, para que los funcionarios del poder judicial tengan los elementos para juzgar con perspectiva de interculturalidad.
81. Igualmente, esta Sala estima necesario que, en cooperación con las instancias competentes, se instrumenten mecanismos tanto para profesionalizar a los operadores del sistema judicial, específicamente intérpretes en lenguas indígenas, como con el objetivo de que el reconocimiento jurídico de los derechos de las personas y pueblos indígenas, corresponda con el desarrollo de procedimientos jurisdiccionales justos, equitativos, apegados a derecho, que reflejen y respeten la diversidad cultural de nuestro país. 
82. Del estudio del expediente es claro que las autoridades que conocieron de los hechos que nos ocupan no cumplieron con sus obligaciones para que se respetara en todo momento el derecho del recurrente a contar con un intérprete, puesto que  el Juez de la causa, una vez que tuvo conocimiento del origen étnico del quejoso, determinó nombrarle a partir de ese momento, un intérprete que lo asistiera, sin reparar en la violación que se actualizó en etapas previas, circunstancia que fue convalidada por el Tribunal Colegiado.
83. En tal virtud, esta Primera Sala concluye que el Tribunal del conocimiento no realizó una correcta interpretación de la autoadscripción y el derecho de las personas indígenas a contar con un intérprete de su lengua y cultura. Por tanto, lo procedente es revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al órgano colegiado de origen, para que dicte nueva sentencia en la que ajuste su criterio a la interpretación constitucional establecida en la presente resolución.
Por todo lo expuesto y fundado, se resuelve

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, para los efectos precisados en la parte considerativa final de esta ejecutoria
Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández (Presidenta y Ponente). El Ministro José Ramón Cossío Díaz votó en contra y se reserva su derecho a formular voto particular. Los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena se reservan su derecho a formular voto concurrente.
Firman la Ministra Presidenta de la Sala y Ponente con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.
PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA Y PONENTE 

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIA DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA

Esta foja corresponde al Amparo Directo en Revisión 5008/2016. Quejoso y Recurrente: Uriel Sánchez Hernández Fallado el diez de mayo de dos mil diecisiete, en el sentido siguiente: “PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, para los efectos precisados en la parte considerativa final de esta ejecutoria.” Conste.
/emg
� Emitida en la Décima Época, consultable en el libro 1, diciembre de dos mil trece, tomo 1, materias constitucional y penal, página 278 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 


� Tesis de la Décima Época, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, libro 1, diciembre de dos mil trece, tomo I, materia constitucional y penal, página 287 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.


� Época: Décima Época, Registro: 159897, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, 


Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XV, Diciembre de 2012, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 25/2012 (9a.), Página: 334 


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONCEPTO.


En términos de los artículos 4o., párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991; y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los tribunales, en todas las medidas que tomen relacionadas con los menores, deben atender primordialmente al interés superior del niño; concepto que interpretó la Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia contenciosa aceptó el Estado Mexicano el 16 de diciembre de 1998) de la siguiente manera: "la expresión ‘interés superior del niño’ ... implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño".





� Época: Décima Época, Registro: 2010602, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCCLXXIX/2015 (10a.), Página: 256 


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DIMENSIONES EN QUE SE PROYECTA LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO.


De la jurisprudencia 1a./J. 44/2014 (10a.), de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS." (1), deriva que el interés superior del menor es un principio vinculante dentro de nuestro ordenamiento jurídico, cuya aplicación se proyecta en tres dimensiones: a) como derecho sustantivo, en cuanto a que el interés referido sea consideración primordial y se tenga en cuenta al sopesar distintos intereses respecto a una cuestión debatida; b) como principio jurídico interpretativo fundamental, en el sentido de que si una norma jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la que satisfaga de forma más efectiva sus derechos y libertades, a la luz del interés superior del menor; y, c) como norma de procedimiento, conforme a la cual, siempre que se tome una decisión que afecte los intereses de uno o más menores de edad, deberá incluirse en el proceso de decisión, una estimación de las posibles repercusiones en ellos. Asimismo, la justificación de la medida adoptada deberá dejar patente que se consideró el interés superior del menor en el análisis de las diversas alternativas posibles.





� Época: Décima Época, Registro: 2008547, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. LXXXII/2015 (10a.), Página: 1398 


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. CONSTITUYE UN PRINCIPIO RECTOR DE TODAS LAS ACTUACIONES DE LOS PODERES PÚBLICOS RELACIONADOS CON MENORES.


Además de su carácter tuitivo, el principio de interés superior del menor constituye un elemento hermenéutico de primer orden para delimitar el contenido y alcance de los derechos humanos de los menores y los coloca como sujetos prevalentes de derechos. Se trata entonces de considerar la especial situación en que se encuentran ciertos derechos humanos cuando el titular es un menor, atendiendo a que el derecho básico de los menores de edad es el de ser atendidos con pleno respeto a sus derechos fundamentales. Desde esta óptica, los menores son destinatarios de un trato preferente, por su carácter jurídico de sujeto de especial protección, lo que implica que son titulares de un conjunto de derechos que deben valorarse de acuerdo con sus circunstancias específicas. De ahí que el interés superior del menor constituye un principio rector de todas las actuaciones de los poderes públicos relacionados con menores.


� “LIBRE DETERMINACIÓN Y AUTONOMÍA DE LOS PUEBLOS Y LAS COMUNIDADES INDÍGENAS. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIONES III Y VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El citado precepto constitucional dispone que la nación mexicana es única e indivisible y tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas, los cuales deben reconocerse en las constituciones y leyes de las entidades federativas; asimismo, de esta disposición constitucional se advierte que aquéllos gozan de libre determinación y autonomía para elegir: a) de acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas de gobierno interno (fracción III); y, b) en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos, lo cual, también debe reconocerse y regularse por las constituciones y leyes de las entidades federativas, con el propósito de fortalecer la participación y representación política conforme con sus tradiciones y normas internas (fracción VII). Por tanto, la observancia al artículo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, garantiza la libre determinación y autonomía de los pueblos y las comunidades indígenas.” Novena Época. Primera Sala. Tesis: Aislada: 1a. CXII/2010. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Noviembre de 2010. Materia(s): Constitucional. Página: 1214 


� Época: Novena Época, Registro: 165288, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Febrero de 2010, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. XVI/2010, Página: 114 


DERECHO A LA LIBRE DETERMINACIÓN DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. SU LÍMITE CONSTITUCIONAL. El artículo 2o., inciso A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural. Sin embargo, tal derecho no es absoluto, pues el propio precepto, en su quinto párrafo, lo acota al señalar que éste se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. Además, el reconocimiento del derecho a la libre determinación de los pueblos y comunidades indígenas no implica una disminución a la soberanía nacional y menos aún, la creación de un Estado dentro del Estado mexicano, ya que tal derecho debe ser acorde con los artículos 40 y 41 de la Constitución Federal y con la iniciativa de reformas al artículo 2o. constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001. Esto es, el reconocimiento del derecho a la libre determinación de los pueblos y comunidades indígenas, no implica su independencia política ni su soberanía, sino sólo la posibilidad de elegir libremente su situación dentro del Estado mexicano, que no conduce a su disolución, sino al reconocimiento del derecho fundamental de los pueblos que lo componen para determinar su suerte, siempre y cuando se preserve la unidad nacional.


� Cfr. inter alia, artículos 2 y 1 constitucionales, Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, Artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Corte IDH. Sentencia del caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas; Primera Sala de la SCJN: Amparos directos 47/2011, 54/2011, 1/2012, 51/2012, 77/2012, 50/2012 y 59/2011; amparo en revisión 450/2012 y amparos directos en revisión 4034/2013, 2434/2013, y 4393/2014.


Tesis Aislada 1a. CCCLXVII/2015.  Décima Época. Primera Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I. Página: 989 de rubro y texto: “PERSONAS INDÍGENAS. LAS PRERROGATIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. CONSTITUCIONAL TIENEN VIGENCIA DURANTE TODO EL PROCESO PENAL, SIN QUE OBSTE EL MOMENTO EN EL QUE SE REALICE LA AUTOADSCRIPCIÓN. Con la finalidad de evitar excesos, fraudes a la ley e inseguridad jurídica para la víctima u ofendido, esta Primera Sala determinó que la "autoadscripción" como persona indígena, a fin de ser eficaz y activar en su favor la serie de prerrogativas fundamentales, deberá de realizarse en las primeras etapas del proceso penal, esto es, ya sea ante el Ministerio Público durante el procedimiento de averiguación previa, o bien, durante la fase de preinstrucción de la causa, pues de lo contrario dicha manifestación no detentará la fuerza suficiente a fin de ordenar la reposición del procedimiento penal respectivo. Lo anterior quedó reflejado en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 58/2013 (10a.) (1). Dicho criterio establece una regla específica, en tanto determina una consecuencia automática para un determinado supuesto: deberá ordenarse la reposición del proceso cuando la autoadscripción se realice durante la averiguación previa o la instrucción, y se haya llevado el juicio sin la asistencia de un intérprete y defensor. No obstante, el criterio anterior no supone de ningún modo que la "autoadscripción" posterior a esas etapas conlleve la pérdida de los derechos previstos en el artículo 2o. de la Constitución General. En efecto, el derecho a ser asistido por intérpretes y defensores que conozcan su lengua y cultura no se encuentra restringido a un determinado momento procesal. Así, el hecho de que no se aduzca tempranamente en el proceso penal la "autoadscripción", no hace inefectivo el ejercicio del derecho de una persona indígena a contar con un traductor e intérprete. En todo caso, en este supuesto no es posible fijar una regla a priori sobre las consecuencias jurídicas en el juicio, pues el juzgador deberá valorar el grado y momento de la afectación al derecho de defensa adecuada para determinar las consecuencias que dicha violación debe generar en el proceso.”


� Amparo directo en revisión 4034/2013.


� Esta Primera Sala ha manifestado al resolver los Amparos directos 47/2011, 54/2011, 1/2012, 51/2012, 77/2012, 50/2012 y 59/2011, que si bien la Constitución prevé el derecho a un defensor que conozca la lengua y cultura, no se cuentan con los medios materiales para hacer efectivo el mismo. 


� Véase ADR 5324/2015 resuelto en sesión de veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Presidente y Ponente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (se reservó el derecho de formular voto concurrente). En contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.


� Véase ADR 6039/2015 resuelto en sesión de treinta y uno de agosto de dos mil dieciséis. (Ponente Ministro José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de votos)


� Cfr. inter alia, “Fortalecimiento de la impartición de justicia con perspectiva de género e interculturalidad”, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Consejo de la Judicatura Federal, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Instituto Nacional de las Mujeres y ONU Mujeres, marzo 2014. 


� Amparo directo 47/2011, fallado en sesión de 28 de noviembre de 2012, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz.  Amparo directo 54/2011, fallado en sesión de 30 de enero de 2013, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Amparo directo 1/2012, fallado en sesión de 30 de enero de 2013, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Amparo directo 51/2012, fallado en sesión de 30 de enero de 2013, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Amparo directo 77/2012, fallado en sesión de 24 de abril de 2013, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. Amparo directo 50/2012, fallado en sesión de 28 de noviembre de 2012, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Amparo directo 59/2011, fallado el 28 de noviembre de 2012, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
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